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Providencia:

Sentencia de 8 de mayo de 2019

Radicación Nro.:
66001-31-05-005-2016-00759-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Ramón Albeiro Hernández Valencia   

Demandados:

Universidad Cooperativa de Colombia y otros

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
UNIDAD CONTRACTUAL LABORAL / PARA PODER DECLARARLA SE REQUIERE QUE LAS INTERRUPCIONES ENTRE LOS VARIOS CONTRATOS DE TRABAJO SEAN APARENTES O MERAMENTE FORMALES Y QUE SEAN BREVES EN EL TIEMPO.
… ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en manifestar que cuando entre la terminación de un contrato de trabajo y la iniciación de uno posterior con el mismo empleador median breves interrupciones, éstas deben entenderse aparentes o meramente formales, tal y como lo recordó en la sentencia SL4816 de 25 de marzo de 2015 radicación 45.303, en la que expresó:

“Si bien en otros casos, como lo afirma el recurrente, esta Sala de la Corte ha expresado que las interrupciones que no sean amplias, relevantes o de gran envergadura, no desvirtúan la unidad contractual, ello ha sido bajo otros supuestos, en los que se ha estimado que «las interrupciones por 1, 2 o 3 días, e incluso la mayor de apenas 6 días, no conducen a inferir una solución de continuidad del contrato de trabajo real […]» (CSJ SL, 15 feb. 2011, rad. 40273)”. (…)
Al revisar la relación de cada uno de los vínculos contractuales, como se aprecia en las certificaciones emitidas por la CTA Multiactiva, la Universidad Cooperativa de Colombia –fls.105 y 177-, así como la efectuada por la CTA La Comuna al dar respuesta a la demanda –fls.239 a 262-, evidente es que formalmente las interrupciones que se presentaron entre contrato y contrato no fueron breves, pues ellas oscilaron entre los 24 y 31 días, por lo que en principio no se podría concluir que existió unidad contractual entre el 4 de agosto de 1997 y el 12 de agosto de 2016.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DIA

Hoy, ocho de mayo de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor RAMÓN ALBEIRO HERNÁNDEZ VALENCIA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 11 de septiembre de 2018, dentro del proceso que le promueve a la UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA y a las COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO LA COMUNA y MULTIACTIVA COMUNA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00759-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Ramón Albeiro Hernández Valencia que la justicia laboral declare que entre él y la Universidad Cooperativa de Colombia existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 4 de agosto de 1997 y el 12 de agosto de 2016, del cual son solidariamente responsables en calidad de intermediarias las Cooperativas de Trabajo Asociado La Comuna y Multiactiva Comuna. Con base en ello aspira que se les condene en esas calidades a reconocer y pagar una serie de emolumentos e indemnizaciones, así como las costas procesales a su favor.
Explica que la relación laboral con la Universidad Cooperativa de Colombia, a pesar de haber sido continua, se dio en tres etapas a saber: i) entre el 4 de agosto de 1997 y el 20 de diciembre de 2003 cuando suscribió 15 acuerdos cooperativos con la CTA Multiactiva Comuna, ii) desde el 19 de enero de 2004 hasta el 17 de diciembre de 2011 por medio de 16 acuerdos de la misma naturaleza con la CTA La Comuna, y iii) Por medio de tres contratos de trabajo rubricados directamente con la Universidad Cooperativa de Colombia entre el 10 de enero y el 15 de diciembre de 2012, 10 de enero de 2013 y 28 de diciembre de 2013 y el último de ellos entre el 27 de enero de 2014 y el 12 de agosto de 2016, con la diferencia que los dos primeros fueron a término fijo y el último a término indefinido, finalizado por decisión unilateral del empleador.
En cuanto a las actividades desempeñadas señaló que a través de la CTA Multiactiva Comuna realizó actividades como coordinador y profesor catedrático, mientras que con la CTA La Comuna fue contratado para realizar tareas como coordinador y profesor de tiempo completo; puntualizó que cuando fue vinculado de manera directa por la universidad accionada, en el primer contrato se desempeñó como coordinador y profesor en comisión con funciones administrativas; en el segundo como coordinador del centro de investigaciones y finalmente en el tercero fue vinculado como profesor con Doctorado.
Finalmente sostiene que durante esos periodos en los que se rompía la unidad contractual, no se le cancelaba absolutamente nada, añadiendo que hubo omisión en el pago de los aportes a pensión entre los años 1997 y 2003.

Al dar respuesta a la demanda –fls.87 a 104- la CTA Multiactiva Comuna aceptó la suscripción de 15 convenios de trabajo con el accionante entre el 4 de agosto de 1997 y el 20 de diciembre de 2003, pero aclarando que no fueron sucesivos y que tuvieron solución de continuidad. Respecto a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló varias excepciones de mérito, entre ellas las de “prescripción” e “inexistencia de unidad contractual”.
Por su parte la Universidad Cooperativa de Colombia dio respuesta al libelo introductorio –fls.155 a 175- únicamente aceptó haber suscrito tres contratos de trabajo con el demandante entre los años 2012 y 2014, haciendo claridad sobre los cargos que ostentó en esos tres momentos. Respecto a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y además de plantear la excepción de prescripción, enlistó catorce más.

Bajo la misma estructura planteada por las dos entidades anteriores, la CTA La Comuna contestó la demanda –fls.239 a 262- aceptando haber suscrito con el actor 16 acuerdos de trabajo asociado entre el 19 de enero de 2004 y el 17 de diciembre de 2011; explicó las actividades realizadas por él y dijo no constarle los demás hechos planteados. Se opuso a las pretensiones y propuso 16 excepciones de fondo dentro de las que se destacan las de “Prescripción” e “Inexistencia de unidad contractual”, “Compensación”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de contrato de trabajo a término indefinido” y “Pago total”.
En sentencia de 11 de septiembre de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que los acuerdos de trabajo asociado que suscribió el señor Ramón Albeiro Hernández Valencia no operaron como tales, al haber actuado las CTA accionadas como unas simples intermediarias de la Universidad Cooperativa de Colombia quien fungió como verdadera empleadora del actor. No obstante lo anterior, estableció que cada uno de esos auténticos contratos de trabajo fueron independientes, tal y como los que suscribió directamente el accionante con la Universidad empleadora entre los años 2012 y 2014, al haberse presentado solución de continuidad, razón que la llevó a declarar probadas las excepciones de inexistencia de unidad contractual e inexistencia de contrato de trabajo a término indefinido.
Posteriormente indicó que todas las obligaciones surgidas con antelación al 7 de diciembre de 2013 se encuentran prescritas y en todo caso dijo que en cada uno de los contratos le fueron canceladas adecuadamente las obligaciones que se derivaban de ellos, motivo por el que también declaró probadas las excepciones de pago, compensación, cobro de lo no debido, y en consecuencia absolvió a las demandadas de la totalidad de las pretensiones de la demanda, lo que la llevó a condenar en costas a la parte actora en un 90%.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que contrario a lo expresado por la a quo, con la prueba testimonial y los interrogatorios de parte se logró demostrar que en los periodos en que aparentemente se rompía la unidad contractual, el señor Hernández Valencia prestaba sus servicios realizando tareas en extensión e investigación, por lo que debe declararse la existencia de un solo contrato de trabajo a término indefinido entre las calendas señaladas en la demanda, añadiendo que esas funciones fueron permanentes y lineales; razón por la que deben cancelársele los emolumentos que se le adeudan, así como reajustar la indemnización por despido sin justa causa que se le pagó al momento de finiquitar la supuesta última relación contractual del año 2014.

Igualmente solicita que haya pronunciamiento sobre la falta de pago de los aportes al sistema general de pensiones entre los años 1997 a 2003 y que se verifique en que periodos no se hizo en adelante.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Quedó demostrado en el plenario que hubo unidad contractual entre el 4 de agosto de 1997 y el 12 de agosto de 2016 como lo alega la parte actora?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a emitir condenas en contra de la Universidad Cooperativa de Colombia?

¿Se cancelaron adecuadamente los aportes al sistema general de pensiones por los servicios prestados por el señor Ramón Albeiro Hernández Valencia a favor de la Universidad Cooperativa de Colombia?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

UNIDAD CONTRACTUAL LABORAL
Respecto a esta temática, ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en manifestar que cuando entre la terminación de un contrato de trabajo y la iniciación de uno posterior con el mismo empleador median breves interrupciones, éstas deben entenderse aparentes o meramente formales, tal y como lo recordó en la sentencia SL4816 de 25 de marzo de 2015 radicación 45.303, en la que expresó:
“Si bien en otros casos, como lo afirma el recurrente, esta Sala de la Corte ha expresado que las interrupciones que no sean amplias, relevantes o de gran envergadura, no desvirtúan la unidad contractual, ello ha sido bajo otros supuestos, en los que se ha estimado que «las interrupciones por 1, 2 o 3 días, e incluso la mayor de apenas 6 días, no conducen a inferir una solución de continuidad del contrato de trabajo real […]» (CSJ SL, 15 feb. 2011, rad. 40273)”.
EL CASO CONCRETO

Sostiene el apoderado judicial de la parte actora cuando sustenta el recurso de apelación que interpuso en contra de la sentencia de primera instancia, que si bien le asiste razón a la a quo cuando concluye que entre uno y otro contrato de trabajo, en virtud a la declaratoria de existencia de verdaderas relaciones laborales entre el señor Ramón Albeiro Hernández Valencia y la Universidad Cooperativa de Colombia, se presentaron interrupciones, ello no fue así en la realidad, por cuanto en su consideración, la prestación del servicio fue lineal y por tanto lo que debe entenderse es que realmente se trató de un solo contrato de trabajo entre el 4 de agosto de 1997 y el 12 de agosto de 2016.
Al revisar la relación de cada uno de los vínculos contractuales, como se aprecia en las certificaciones emitidas por la CTA Multiactiva, la Universidad Cooperativa de Colombia –fls.105 y 177-, así como la efectuada por la CTA La Comuna al dar respuesta a la demanda –fls.239 a 262-, evidente es que formalmente las interrupciones que se presentaron entre contrato y contrato no fueron breves, pues ellas oscilaron entre los 24 y 31 días, por lo que en principio no se podría concluir que existió unidad contractual entre el 4 de agosto de 1997 y el 12 de agosto de 2016.
Ahora, lo que afirma el apoderado judicial recurrente, es que durante esos lapsos el señor Hernández Valencia continuaba prestando de manera continua y lineal sus servicios en favor de la Universidad Cooperativa de Colombia, y con ese objeto pidió que se revisaran los testimonios rendidos en el curso del proceso, así como cada uno de los interrogatorios de parte.

En lo concerniente a los interrogatorios de parte absueltos por los representantes legales de las entidades accionadas, contrario a lo expresado por la parte actora, lo que afirmaron unánimemente cada uno de ellos es que el señor Hernández Valencia no prestaba sus servicios más allá del tiempo establecido en cada contrato, puesto que la universidad planificaba con anticipación el cronograma de actividades y cada uno de los coordinadores y docentes se vinculaban por periodos fijos en concordancia con ese cronograma, prestando entonces sus servicios únicamente durante cada periodo académico. En ese punto fue enfático uno de los representantes legales al señalar que cuando era necesario el prolongamiento de las tareas por parte de uno de los vinculados, lo que se hacía era hacer una adición del tiempo de servicios a través de un otro sí, puesto que no hacerlo implicaba correr el riesgo de tener que responder directamente ante alguna eventualidad que debiera ser cubierta por el sistema general de seguridad social.
En ese mismo sentido se encaminaron la totalidad de los testimonios de Luis Gonzaga Agudelo Ospina, Lina María Jiménez Arias, Gloria Marcelia Cardona Orozco, Hernán Darío Arenas Córdoba, Gloria Patricia Rave Iglesias, Natalia Muñoz Atehortúa y Rodrigo Tabares Ruiz, quienes en síntesis expresaron que los vínculos contractuales suscritos por cada uno de los trabajadores para prestar sus servicios a favor de la Universidad Cooperativa de Colombia, incluido el del señor Ramón Albeiro Hernández Valencia se ejecutaban durante el tiempo allí establecido, que realmente concordaba con cada periodo académico; que esos contratos rubricados a través de las CTA y los efectuados directamente con la Universidad, eran a término fijo, esto es, por cada periodo académico; que antes de finalizar cada vínculo, se les remitía con la debida anticipación el preaviso, y que una vez finalizaba ese periodo académico, los docentes y coordinadores dejaban de prestar el servicio, cancelándoseles adecuadamente todo a lo que tenían derecho como prestaciones sociales y vacaciones, pero a título de compensaciones; que desde el día que se suspendían las actividades en diciembre cuando se cerraba el año académico hasta la fecha en que se reanudaban en el mes de enero siguiente, el claustro permanecía cerrado, razón por la que no era posible continuar prestando el servicio.
Ahora, si bien hubo un par de testigos que expresaron que el accionante prestaba sus servicios más allá del tiempo normal establecido, realmente ello no hacía referencia a que lo hiciere por fuera del periodo académico, sino que esas actividades, que en razón de investigaciones tenían un componente de campo, se efectuaban más allá del horario habitual de trabajo, es decir, por fuera de las ocho horas diarias y en algunos sábados, domingos y festivos; ya que realmente una vez terminaba el periodo académico, ellos se desentendían del trabajo y lo retomaban cuando iniciaban el siguiente periodo académico.

De conformidad con la relación hecha anteriormente respecto a los interrogatorios de parte y los testimonios recibidos en el curso del proceso, no hay duda en que entre el señor Ramón Albeiro Hernández Valencia y la Universidad Cooperativa de Colombia no existió una sola relación laboral, como equivocadamente lo considera la parte actora, sino que se presentaron múltiples contratos de trabajo que se prolongaron dentro de los términos establecidos en los documentos suscritos entre ellos, primero a través de las CTA accionadas y después de manera directa con el verdadero empleador, sin que pueda concluirse que existió unidad contractual, pues nótese que como quedó demostrado, no se trató de breves interrupciones entre contratos y mucho menos hubo efectiva prestación de servicios durante esos interregnos, lo que indefectiblemente lleva a concluir que entre contrato y contrato hubo solución de continuidad.
A esa misma conclusión llegó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justica en la citada sentencia SL4816 de 25 de marzo de 2015, en la que precisamente un docente demandó a la Universidad Cooperativa de Colombia y a la CTA buscando que se reconociera como verdadera empleadora a la primera y posteriormente se declarara la unidad contractual, manifestando que:
“Como puede fácilmente advertirse, entre la celebración de uno y otro acuerdo hubo soluciones de continuidad por 34 días; 1 mes y 11 días; 1 mes; 46 días y, 6 meses y 21 días, que por su significancia y considerable extensión, impiden que pueda predicarse la unicidad contractual implorada por el actor en la demanda. Esto último permite igualmente colegir que en ningún error pudo incurrir el Tribunal al concluir que la relación laboral que se desarrolló entre el demandante y la UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA, no fue única o lineal en el tiempo, de modo que no podía declarar la existencia de un solo contrato de trabajo como se solicitó.”

Y posteriormente, después de señalar que en ese evento no se trataban de interrupciones por 1, 2 o 3 días, expresó:

“Sin embargo, ese análisis no puede hacerse extensivo a este caso en donde lo que está probado es que la relación tuvo rupturas por interregnos superiores a un mes, que, lejos de ser aparentes o formales se aduce, son reales, en tanto que ponen en evidencia que durante esos periodos no hubo una prestación del servicio; sin que, además, exista prueba eficiente de la intención de la demandada de mantener el vínculo con el demandante en esos periodos.”.

Nótese pues que, conforme lo deja ver la Sala de Casación Laboral, además de no tratarse de pequeñas interrupciones entre contrato y contrato, lo que realmente debe verificar el operador judicial es si durante ese interregno hubo o no prestación efectiva del servicio, pues en caso de que ello aconteciera, esto es, que el trabajador continúe desplegando su fuerza laboral durante ese periodo, independientemente si ese lapso fue prolongado, lo que debe entenderse es que la intención de las partes fue mantener el vínculo laboral y en esos eventos habría unidad contractual y por tanto no podría predicarse que hubo solución de continuidad.
No obstante, tal y como ya se dejó consignado previamente, eso no fue lo que ocurrió en este caso, pues tal y como aconteció con el evento estudiado por la Corte, la intención de las partes no fue la de prolongar cada vínculo laboral más allá del periodo académico durante el cual realizaba sus actividades el señor Ramón Albeiro Hernández Valencia; razones por las que no hay lugar a modificar en ese aspecto la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito y por ende tampoco procede la reliquidación de la indemnización por despido injusto.
En lo que tiene que ver con la omisión en el pago de los aportes al sistema general de pensiones durante los periodos comprendidos entre los años 1997 a 2003, al revisar el cd allegado por la CTA Multiactiva a folio 154 con el que pretendía acreditar el pago de los aportes a pensión durante esos periodos, la verdad es que solo obran los aportes cancelados a partir del ciclo de julio del año 2000 hasta el ciclo de diciembre del año 2003, información ésta que concuerda con el reporte de cotizaciones emitido por Porvenir S.A. –fls.394 a 402- en el que se registran aportes por parte de esa entidad entre los periodos referidos, lo que significa que por los contratos de trabajo ejecutados entre el mes de agosto de 1997 y el mes de junio de 2000, no se hicieron las correspondientes afiliaciones y por lo tanto le corresponde a la Universidad Cooperativa de Colombia cancelar dichos aportes con los correspondientes intereses, previa liquidación efectuada por la AFP Porvenir S.A a la que se encuentra afiliado el demandante; motivo por el que se modificará el ordinal cuarto de la sentencia recurrida.
Al haber logrado el actor que se accediera a esa pretensión, no hay lugar a que se emita en su contra condena por concepto de costas en ambas instancias, siendo del caso advertir en todo caso, que en las circunstancias en las que se había dictado sentencia por parte del Juzgado Quinto Laboral del Circuito, tampoco ameritaba condena en ese sentido a cargo del señor Ramón Albeiro Hernández Valencia, por cuanto las pretensiones dirigidas a que se declara como verdadera empleadora a la Universidad Cooperativa de Colombia y simples intermediarias a las CTA accionadas triunfaron; cosa diferente es que, por los motivos sabidos, no había lugar a acceder a las pretensiones condenatorias, excepto a la que aquí se accede y que no fue posible que la falladora de primera instancia emitiera, por la sencilla razón que omitió su deber de abordar el tema; lo que lleva a que se revoque el ordinal sexto de la providencia objeto de estudio para en su lugar condenar en costas a favor del accionante en un 35%.
Sin costas en esta sede.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO y SEXTO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 11 de septiembre de 2018, los cuales quedarán así:
“CUARTO. A. CONDENAR a la UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA a cancelar a favor del señor RAMÓN ALBEIRO HERNÁNDEZ VALENCIA los aportes al sistema general de pensiones por los servicios prestados entre los ciclos de agosto de 1997 y junio de 2000, con sus respectivos intereses, previa liquidación efectuada por la AFP Porvenir S.A a la que se encuentra afiliado el demandante.
B. ABSOLVER a las entidades accionadas de las demás pretensiones condenatorias de la demanda.

SEXTO. CONDENAR en costas a las entidades accionadas en un 35% a favor del demandante.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia apelada. 

Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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